
 

 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

CASO FERNÁNDEZ ORTEGA Y OTROS VS. MÉXICO 

 

SENTENCIA DE 30 DE AGOSTO DE 2010 
 

[EXTRACTO] 

  

I 

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA 

 

1. El 7 de mayo de 2009, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 51 y 61 

de la Convención Americana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Comisión Interamericana” o “la Comisión”) sometió a la Corte una 

demanda en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “el Estado” o 

“México”), originada en la petición presentada el 14 de junio de 2004 por Inés 

Fernández Ortega (en adelante “la señora Fernández Ortega” o “la presunta víctima”), 

la Organización Indígena de Pueblos Tlapanecos A.C. y el Centro de Derechos 

Humanos de la Montaña Tlachinollan A.C. (en adelante también “Tlachinollan”). El 21 

de octubre de 2006 la Comisión Interamericana emitió el Informe de Admisibilidad No. 

94/061 y el 30 de octubre de 2008 aprobó el Informe de Fondo No. 89/08, en los 

términos del artículo 50 de la Convención, en el cual realizó una serie de 

recomendaciones para el Estado2. […] 

 

2. Según indicó la Comisión Interamericana, la demanda se refiere a la supuesta 

responsabilidad internacional del Estado por la “violación [sexual] y tortura” en 

perjuicio de la señora Fernández Ortega ocurrida el 22 de marzo de 2002, por la “falta 

de debida diligencia en la investigación y sanción de los responsables” de esos hechos, 

por “la falta de reparación adecuada a favor de la [presunta] víctima y sus familiares; 

[…] la utilización del fuero militar para la investigación y juzgamiento de violaciones a 

los derechos humanos; y […] las dificultades que enfrentan las personas indígenas, en 

particular las mujeres, para acceder a la justicia”. 

 

3. Por lo anterior, la Comisión Interamericana solicitó al Tribunal que declare que 

el Estado es responsable por la violación de los artículos 5 (Integridad Personal), 8 

                                                   
1  En el Informe de Admisibilidad No. 94/06, la Comisión declaró admisible la petición No. 540/04 en 
relación con la presunta violación de los artículos 5.1, 7, 8.1, 11, 17, 19, 21 y 25, en concordancia con el 
artículo 1.1, todos de la Convención Americana, así como el artículo 7 de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (expediente de anexos a la demanda, apéndice 2, folio 
730). 
 
2  En el Informe de Fondo No. 89/08, la Comisión concluyó que el Estado era “responsable de 
violaciones de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en los artículos 
8.1 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma; los artículos 5.1 y 11 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional. Asimismo, 
concluy[ó] que el Estado [era] responsable por la violación del artículo 7 de la Convención [Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer], y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de [la señora] Fernández Ortega. Con 
respecto a los familiares, concluy[ó] que el Estado [era] responsable de violaciones al artículo 5.1 de la 
Convención Americana en relación con la obligación general de respetar y garantizar los derechos previstos 

en el artículo 1.1 de es[e] instrumento internacional” (expediente de anexos a la demanda, apéndice 1, folio 
720).  
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(Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, en 

relación con la obligación general de respeto y garantía de los derechos humanos 

establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de la señora 

Fernández Ortega y de los siguientes familiares: Fortunato Prisciliano Sierra (esposo), 

Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida y Neftalí Prisciliano Fernández (hijos), María Lídia 

Ortega (madre), Lorenzo y Ocotlán Fernández Ortega (hermanos). Adicionalmente, 

señaló que México es responsable por la violación del artículo 11 (Protección de la 

Honra y de la Dignidad) de la Convención Americana, en relación con la obligación 

general de respeto y garantía de los derechos humanos establecida en el artículo 1.1 

del mismo instrumento, y del artículo 7 de la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante también “la 

Convención de Belém do Pará”), en perjuicio de la señora Fernández Ortega. 

Finalmente, consideró que el Estado incumplió las obligaciones emanadas de los 

artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 

(en adelante también “la Convención contra la Tortura”). Con base en lo anterior, la 

Comisión Interamericana solicitó al Tribunal que ordene al Estado determinadas 

medidas de reparación. 

 

[…] 

 

II 

PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 
 

[…] 

 

 

III 

EXCEPCIÓN PRELIMINAR 

 
[…] 

 

IV 

COMPETENCIA 

 

[…] 

 

V 

MEDIDAS PROVISIONALES 

 

[…] 

 

VI 

RECONOCIMIENTO PARCIAL DE RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 
 

16. En la audiencia pública México efectuó un reconocimiento parcial de su 

responsabilidad internacional en los siguientes términos: 

 
el Estado mexicano reconoce ante esta Corte, primero, que la falta de atención 
médica especializada, que debía haber incluido la parte psicológica y no sólo la 
física, a la señora Fernández Ortega, y que debió realizarse sin dilación, constituye 
una violación flagrante al artículo 8.1 de la Convención Americana. Segundo, que 
la extinción de la prueba pericial tomada de la víctima constituye también una 
flagrante violación del artículo 8.1 de la Convención Americana. Tercero, que no 

obstante los esfuerzos realizados por las autoridades, existen dilación y ausencia 
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de debida diligencia en las investigaciones y por tanto se configuran diversas 

violaciones a los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana y, en 
consecuencia, también al artículo 5.1 del mismo ordenamiento, por lo que hace a 
la integridad psicológica de la señora Fernández Ortega. Este es […] el 
reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado por violaciones a la 
Convención Americana […] que hoy viene a presentar […] con el fin de que la 
Corte dicte las reparaciones exigibles por el derecho internacional y por su 
jurisprudencia. 

 

[…]  

 

18. En sus alegatos finales escritos, el Estado […] se manifestó en los siguientes 

términos:  

 
falta de atención médica oportuna 
El Estado mexicano reconoce ante [la] Corte el retardo en la atención médica de la 

señora Fernández Ortega por parte de las autoridades ministeriales, 
inmediatamente después de presentada la denuncia penal el 24 de marzo de 
2002[.] Este retraso de dos días y la falta de personal médico especializado en la 
agencia del [M]inisterio [P]úblico de la ciudad de Ayutla de los Libres, es una 
circunstancia que, si bien derivada de la falta de recursos personales en ese 
momento […] y subsanada progresivamente por el estado de Guerrero, es 
reconocida plenamente por el Estado mexicano.  

 
[…] 
 
México reconoce que al inicio de las investigaciones, […] en el año de 2002, la 
autoridad ministerial del fuero común, si bien actuando legalmente, estuvo 
incapacitada para brindarle atención médica y psicológica oportuna a la señora […] 

Fernández Ortega por parte de personal femenino especializado inmediatamente 
después de la presentación de la denuncia penal. 
 

Extinción de la prueba ginecológica 
El Estado mexicano reconoce ante [la] Corte la extinción de la prueba ginecológica 
a partir de la falta de diligencia en su manejo[.] El mal manejo técnico de la 
prueba por parte de los peritos responsables, aunado a una falla en su cadena de 

custodia, derivó en su extinción […]. Este error involuntario producto de la falta de 
destreza y capacidad técnica del personal de la Procuraduría General de Justicia 
local, así como las implicaciones de este hecho en el posterior desarrollo de las 
investigaciones, son circunstancias plenamente reconocidas por el Estado, incluso, 
desde el año 2003, fecha en que la Comisión Nacional de [los] Derechos Humanos 
se pronunció sobre la pérdida de esta prueba.  
[…] 

 
El Estado mexicano reconoce la falta de pericia que derivó en la pérdida de la 
prueba así como las consecuencias que tal omisión ha tenido en la integración de 
las investigaciones.  
  

Retardo en las investigaciones 

[E]l Estado mexicano reconoce que en el presente caso se configura un retardo en 
la integración de la indagatoria. Las investigaciones, en efecto, han tomado ocho 
años sin que las autoridades hayan podido arribar a determinaciones concluyentes 
sobre la comisión y la probable responsabilidad. [El Estado destacó la complejidad 
del caso, la omisión de la señora Fernández Ortega de comparecer a las citaciones 
y que recién en el año 2009 la presunta víctima se presentó para] la diligencia de 
un retrato hablado y álbum fotográfico de los presuntos responsables. [Sin 

perjuicio de lo anterior, México aclaró que] no pretende bajo ningún concepto 
descargar la responsabilidad de investigar y determinar responsabilidades en la 
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presunta víctima. Esta es una responsabilidad ineludible del Estado, que no 

obstante, deberá ser contextualizada por la Corte a la luz de los hechos del caso. 
 

 

[…]  

 

23. En lo que se refiere a los hechos, la Corte observa que el Estado reconoció 

parcialmente su responsabilidad internacional de manera suficientemente clara y 

específica respecto de la dilación en la atención médica y psicológica a la señora 

Fernández Ortega, la extinción de la prueba pericial tomada a la presunta víctima y la 

dilación y ausencia de debida diligencia en las investigaciones del caso. Con base en 

esos hechos, México reconoció su responsabilidad internacional por las violaciones a 

los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial establecidos en los 

artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, así como el derecho a la integridad 

personal establecido en el artículo 5 del mismo tratado, en este último caso 

únicamente en lo que se refiere a la afectación psicológica, en perjuicio de la señora 

Fernández Ortega. Finalmente, en cuanto a las pretensiones sobre las reparaciones, 

con base en su reconocimiento de responsabilidad, el Estado solicitó al Tribunal que 

dicte aquellas medidas adecuadas con el derecho internacional y su jurisprudencia.   

 

24. La Corte Interamericana decide aceptar el reconocimiento estatal de 

responsabilidad internacional y calificarlo como una admisión parcial de hechos y un 

allanamiento parcial a las pretensiones de derecho contenidas en la demanda de la 

Comisión y en el escrito de solicitudes y argumentos de los representantes. En lo que 

se refiere a las eventuales reparaciones, el Tribunal examinará y dispondrá lo 

pertinente en el Capítulo XI de la presente Sentencia.  

 

[…] 

VII 

PRUEBA 

 

[…] 

 

VIII 

ARTÍCULOS 5 (DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL)3 Y 11 

(PROTECCIÓN DE LA HONRA Y DE LA DIGNIDAD)4, EN RELACIÓN CON LOS 

ARTÍCULOS 1.1 (OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS)5 DE LA 

CONVENCIÓN AMERICANA Y 1, 2 Y 6 DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA 

                                                   
3  El artículo 5 de la Convención Americana dispone, en lo pertinente: 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona 
privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
 
4  El artículo 11 de la Convención establece, inter alia: 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su 
domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.   

 
5  El artículo 1.1 de la Convención establece: “[l]os Estados Partes en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social”. 
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PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA6, Y 7 DE LA CONVENCIÓN DE 

BELÉM DO PARÁ7.  
 

*    *    * 

 

 [HECHOS DEL CASO] 
 

 

A. Hechos relativos a la alegada violación sexual de la señora Fernández 

Ortega 

 

78. Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante 

presencia militar en el estado de Guerrero8, dirigida a reprimir actividades ilegales 

como la delincuencia organizada […] En el estado de Guerrero un importante 

porcentaje de la población pertenece a comunidades indígenas, quienes conservan sus 

tradiciones e identidad cultural y residen en municipios de gran marginación y pobreza9 

[…] 

                                                   
6  La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura establece, inter alia:  
Artículo 1. 
Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la presente Convención. 
 
Artículo 2. 
Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente 
por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación 
criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con 
cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos 
tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no 
causen dolor físico o angustia psíquica.  
 
Artículo 6. 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes tomarán medidas efectivas para 
prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción.  
Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer tales actos 
constituyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que 
tengan en cuenta su gravedad. 
 
7  El artículo 7.a y b de la Convención Belém do Pará dispone, en lo pertinente que:  
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha 
violencia y en llevar a cabo lo siguiente:  
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus 
funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación[, y] 
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer[.] 

 
8  Cfr. Diagnóstico 2003, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en México, supra nota 28, folio 325; Diagnóstico sobre violencia contra las mujeres en los 
municipios de la región La Montaña de Guerrero, Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero y otros 
(expediente de anexos recibidos durante la audiencia pública, tomo X, anexo 7, folio 13628), y declaración 
rendida ante fedatario por el perito Stavenhagen el 29 de marzo de 2010 (expediente de fondo, tomo III, 
folio 1444). 
 
9  Cfr. Diagnóstico, Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero y otros, supra nota 52, folio 13615; 
Programa para el fortalecimiento institucional y social para el ejercicio de los derechos humanos de las 
mujeres indígenas: Analfabetismo, Violencia contra las mujeres, Mortalidad Materna, Secretaría de la Mujer, 
Secretaría de Asuntos Indígenas, Secretaría de Educación, Secretaría de Salud y Procuraduría General de 
Justicia del estado de Guerrero, julio de 2008 (expediente de anexos recibidos durante la audiencia pública, 
tomo IX, anexo 4, folios 12993 y 12994); Modelo de Referencia de Casos de Violencia de Género para el 
Estado de Guerrero, Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero, diciembre 2008 (expediente de anexos 

recibidos durante la audiencia pública, tomo X, anexo 6.5, folios 13412 y 13413); Diagnóstico de los 
Derechos Humanos de las mujeres en Guerrero, Información sociodemográfica del Municipio de Ayutla de los 
Libres, Secretaría de Asuntos Indígenas del estado de Guerrero, 2010 (expediente de anexos presentados 
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79.  Entre las formas de violencia que afectan a las mujeres en el estado de 

Guerrero se encuentra la “violencia institucional castrense”10. La presencia del ejército 

cumpliendo labores policiales en Guerrero ha sido un tema controvertido en relación 

con los derechos y libertades individuales y comunitarias, y ha colocado a la población 

en una situación de gran vulnerabilidad, afectando a las mujeres de una manera 

particular11 […] En este contexto, entre 1997 y 2004 se presentaron seis denuncias de 

violaciones sexuales a mujeres indígenas atribuidas a miembros del Ejército en el 

estado de Guerrero, las cuales fueron conocidas por la jurisdicción militar12 sin que 

conste que en alguno de esos casos se hubiera sancionado a los responsables. 

 

80. La señora Fernández Ortega es una mujer indígena perteneciente a la 

comunidad indígena Me’phaa, residente en Barranca Tecoani, estado de Guerrero13. Al 

momento de los hechos tenía casi 25 años14, estaba casada con el señor Prisciliano 

Sierra15, con quien tenía cuatro hijos y un año y medio después nació una hija más16. 

[…] 

 

81. El 22 de marzo de 2002, alrededor de las tres de la tarde, la señora Fernández 

Ortega se encontraba en su casa en compañía de sus cuatro hijos […] cuando un grupo 

de aproximadamente once militares, vestidos con uniformes y portando armas, se 

acercaron a su casa. Tres de ellos ingresaron en el domicilio17. 

 

82. La señora Fernández Ortega declaró que los tres militares que ingresaron a su 

casa sin su consentimiento y le preguntaron, en varias ocasiones, a “donde [había ido] 

a robar carne [su] marido”, a lo que no les contestó por no hablar bien español y por 

miedo. Los militares le apuntaron con sus armas insistiendo con la misma pregunta y, 

seguidamente, uno de ellos la tomó de las manos y, apuntándole con el arma, le dijo 

que se tirara al suelo y así lo hizo. Una vez en el suelo, otro militar con una mano 

                                                                                                                                                           
durante la audiencia pública, tomo IX, anexo 3, folio 12871), y declaración rendida ante fedatario por el 
perito Stavenhagen, supra nota 52, folio 1444. 
 
10  Cfr. Diagnóstico, Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero y otros, supra nota 52, folios 13628, 
13634 y 13625, y Diagnóstico 2003, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en México, supra nota 28, folio 325.  
 
11  Cfr. Diagnóstico, Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero y otros, supra nota 52, folio 13635. 
 
12  Cfr. Diagnóstico, Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero y otros, supra nota 52, folios 13635 
y 13636, y declaración rendida ante fedatario público por el perito Stavenhagen, supra nota 52, folio 1446.  
 
13  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega el 19 de marzo de 
2010 (expediente de fondo, tomo III, folio 1483). 
 
14  Cfr. Acta de nacimiento de la señora Fernández Ortega (expediente de anexos al escrito de 
solicitudes y argumentos, tomo I, anexo E, folio 3874). 
 
15  Cfr. Acta de matrimonio del señor Prisciliano Sierra y de la señora Fernández Ortega de 29 de abril 
de 1995 (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, tomo I, anexo F, folio 3876). 
 
16  Cfr. Actas de nacimiento de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida, y Neftalí, todos ellos de apellidos 
Prisciliano Fernández. No obstante, en el acta de nacimiento de la niña Ana Luz se indica como segundo 
apellido “Ortega” (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, tomo I, anexos G a K, folios 
3878 a 3886). 
 
17  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, 

folios 1483 y 1484, y declaración rendida ante fedatario público por Noemí Prisciliano Fernández el 22 de 
marzo de 2010 (expediente de fondo, tomo III, folio 1493). 
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tomó las manos de la presunta víctima y con la otra le levantó la falda, le bajó la ropa 

interior y la violó sexualmente mientras los otros dos militares miraban. 

Posteriormente, esas tres personas salieron de la casa, junto con los que se habían 

quedado afuera se retiraron del lugar18.  

 

83. Mientras los militares se encontraban en el interior de la casa agrediendo a la 

señora Fernández Ortega, en los momentos inmediatamente previos a la violación 

sexual, sus cuatro hijos corrieron al domicilio de sus abuelos, quienes vivían cerca. Una 

vez que el grupo de militares se retiró de la propiedad, los niños regresaron con su 

abuelo paterno al domicilio familiar, donde se encontraron a su madre llorando19. Más 

tarde, cuando su esposo regresó a la casa la presunta víctima le contó lo ocurrido20. 

 

84. Al día siguiente, el señor Prisciliano Sierra se dirigió a la sede de la Organización 

del Pueblo Indígena Me’paa en Ayutla de los Libres con el fin de contar lo relatado por 

su esposa a la señora Eugenio Manuel y al señor Ramírez Rodríguez, miembros de 

dicha organización. La señora Eugenio Manuel llamó al señor Lugo Cortés, Visitador 

General de la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero 

(en adelante también “Comisión de Derechos Humanos de Guerrero” o “CODDEHUM”) 

para presentar una queja y este último acudió a la oficina de la OPIM. Posteriormente, 

los cuatro se dirigieron al domicilio de la señora Fernández Ortega y la llevaron a un 

doctor particular en Ayutla, puesto que “[s]e sentía muy mal”21. El médico solo le dio 

analgésicos dado que, “según refirió[,] no había más medicina”22.  

 

85. El 24 de marzo de 2002 la señora Fernández Ortega, acompañada por el señor 

Prisciliano Sierra, la señora Eugenio Manuel y el señor Lugo Cortés, se presentó ante el 

Ministerio Público del Fuero Común del Distrito Judicial de Allende […] para interponer 

la denuncia de los hechos, dando origen a la averiguación previa 

ALLE/SC/03/76/200223. Debido a las dificultades de la señora Fernández Ortega para 

                                                   
18  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 
1484; denuncia interpuesta por la señora Fernández Ortega ante el Ministerio Público del Fuero Común del 
Distrito Judicial de Allende, el 24 de marzo de 2002 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, 
tomo II, folio 6836); escrito de ampliación de denuncia interpuesta por la señora Fernández Ortega ante el 
Ministerio Público del Fuero Común del Distrito Judicial de Allende, de fecha 18 de abril de 2002, (expediente 
de anexos a la contestación de la demanda, tomo II, folios 6869 y 6870). 
 
19  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por Noemí Prisciliano Sierra, supra nota 68, folio 
1494; declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 1484; 
denuncia interpuesta por la señora Fernández Ortega ante el Ministerio Público del Fuero Común del Distrito 
Judicial de Allende, supra nota 69, folio 6836. 
 
20  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 66, folio 
1500. 
 
21  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 66, folios 
1500 y 1501; declaración rendida ante fedatario público por la señora Eugenio Manuel el 19 de marzo de 
2010 (expediente de fondo, tomo III, folio 1152); declaración rendida ante fedatario público por el señor 
Ramírez Rodríguez (expediente de fondo, tomo III, folios 1510 y 1511); declaración rendida ante fedatario 
público por el señor Lugo Cortés, supra  nota 67, folios 1530 a 1533, y declaración rendida ante fedatario 
público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folios 1484 y 1485, quien declaró que estando en su 
casa tras ocurridos los hechos “tenía mucho frío y dolor en [su] panza, también cuando iba al baño”. 
 
22  Declaración rendida ante fedatario público por el señor Lugo Cortés, supra nota 67, folio 1533, y 
declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 1485. 
 
23  Cfr. Denuncia interpuesta por la señora Fernández Ortega ante el Ministerio Público del Fuero 

Común del Distrito Judicial de Allende, supra nota 69, folio 6826; declaración rendida ante fedatario público 
por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 66, folios 1500 y 1501; declaración rendida ante fedatario público 
por la señora Eugenio Manuel, supra nota 72, folio 1152; declaración rendida ante fedatario público por el 
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hablar español, ya que su lengua materna es el me’paa, la señora Eugenio Manuel 

participó como intérprete en su declaración24. Ante la indicación hecha por la presunta 

víctima sobre que los autores de los hechos habían sido militares, el agente del 

Ministerio Público les indicó “que no tenía tiempo de recibir la denuncia”25. Finalmente, 

tras la intervención del Visitador General de la Comisión de Derechos Humanos de 

Guerrero, un funcionario del Ministerio Público tomó la declaración a la señora 

Fernández Ortega, en presencia de otras personas que se encontraban en las 

instalaciones de ese organismo26. El Ministerio Público solicitó al médico legista del 

Distrito que “realiz[ara] la [au]scultación a la [señora] Fernández Ortega a la brevedad 

posible [y] remit[iera] el certificado médico legal ginecológico de lesiones”27. Tanto la 

señora Fernández Ortega como el señor Lugo Cortés insistieron en que debía ser 

revisada por una médica28. Debido a la ausencia de una mujer que pudiera realizar la 

exploración médica, el Ministerio Público refirió a la presunta víctima al Hospital 

General de Ayutla29. 

 

86. El mismo 24 de marzo de 2002, la señora Fernández Ortega se presentó en el 

Hospital General de Ayutla, donde solicitó la revisión médica por parte de personal 

médico femenino. Dado que no había una médica en ese momento, se le indicó que 

regresara en los turnos de lunes a viernes cuando podía ser atendida por una 

doctora30. El 25 de marzo de 2002 la señora Fernández Ortega acudió de nuevo al 

                                                                                                                                                           
señor Lugo Cortés, supra nota 67, folio 1533, y declaración rendida ante fedatario público por la señora 
Fernández Ortega, supra nota 62, folio 1485. Asimismo, el 24 de marzo de 2002 la Comisión de Defensa de 
los Derechos Humanos del estado de Guerrero dio vista para inicio de averiguación previa al Ministerio 
Público del Fuero Común por delitos de violación, allanamiento de morada, abuso de autoridad y lo que 
resulte, en agravio de la señora Fernández Ortega, cfr. Oficio No. 847/2002 emitido por la CODDEHUM, 
dirigido al Agente del Ministerio Publico del Fuero Común del Distrito Judicial de Allende, de 24 de marzo de 
2002 (expediente de anexos a la demanda, tomo IV, apéndice 4, folio 1931). 
 
24  Cfr. Denuncia interpuesta por la señora Fernández Ortega ante el Ministerio Público del Fuero 
Común del Distrito Judicial de Allende, supra nota 69, folios 6828 y 6835; declaración rendida ante fedatario 
público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 1485; declaración rendida ante fedatario público 
por la señora Eugenio Manuel, supra nota 72, folio 1152, y declaración rendida ante fedatario público por el 
señor Lugo Cortés, supra nota 67, folio 1534. 
 
25  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 
1485; declaración rendida ante fedatario público por la señora Eugenio Manuel, supra nota 72, folio 1152; 
declaración rendida ante fedatario público por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 66, folio 1501, y 
declaración rendida ante fedatario público por el señor Lugo Cortés, supra nota 67, folio 1534. 
 
26  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 
1485, y declaración rendida ante fedatario público por el señor Lugo Cortés, supra nota 67, folio 1534.  
 
27  Denuncia interpuesta por la señora Fernández Ortega ante el Ministerio Público del Fuero Común del 
Distrito Judicial de Allende, supra nota 69, folio 6826 y Oficio No. 283 emitido por el Ministerio Público del 
Fuero Común el 24 de marzo de 2002 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo II, folio 
6831). 
 
28  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 
1485, y declaración rendida ante fedatario público por el señor Lugo Cortés, supra nota 67, folios 1534 y 
1535. En igual sentido ver Oficio No. 847/2002 emitido por la CODDEHUM, supra nota 74, folio 1931. 
 
29  Cfr. Oficio No. 286 emitido por el Ministerio Público del Fuero Común, dirigido al Director del 
Hospital General de Ayutla, de 24 de marzo de 2002 (expediente de anexos a la contestación de la 
demanda, tomo II, folio 6839). 
 
30  Cfr. Declaración de un médico rendida ante el Ministerio Público Militar adscrito a la 35 Zona Militar 
el 3 de mayo de 2002 (expediente de anexos a la demanda, tomo IV, apéndice 4, folio 1908) y Oficio 

0176/02 emitido por el Director del Hospital General de Ayutla dirigido al Ministerio Público del Fuero Común 
del Distrito Judicial de Allende el 26 de marzo de 2002 (expediente de anexos a la contestación de la 
demanda, tomo II, folio 6842). 
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Hospital General de Ayutla y una médica general realizó una revisión ginecológica en la 

cual determinó que la presunta víctima “físicamente no presenta[ba] datos de 

agresión” y solicitó la realización de exámenes de laboratorio31.  

 

87. El 4 de abril de 2002 el Director del Hospital General de Ayutla informó al 

Ministerio Público que “por no contar con reactivos disponibles para [los] estudios 

[solicitados, éstos] no fueron realizados”. El 5 de abril de 2002 la señora Fernández 

Ortega solicitó al Ministerio Público que requiriera al Director del referido hospital “que 

a la brevedad posible emit[ier]a un dictamen de la auscultación física y ginecológica y 

[de] los análisis realizados a [su] persona” el 25 de marzo de 2002 y que “expli[cara] 

por escrito qué hizo el personal médico a su cargo con las muestras [tomadas] para 

realizar los análisis que solicitó la doctora[,] dado que el [D]irector del Hospital […] 

informó que en [en el mismo] no cuentan con los reactivos para efectuar los análisis 

solicitados”. El 18 de abril de 2002 la señora Fernández Ortega amplió su declaración 

ante el Ministerio Público de Allende y su hija mayor, Noemí Prisciliano Fernández, 

rindió declaración sobre los hechos ocurridos el 22 de marzo de 200232. 

 

88. El 9 de julio de 2002 un dictamen rendido por una perita química determinó “la 

presencia de líquido seminal” y la identificación de “células espermáticas” en las 

muestras remitidas al laboratorio el 5 de julio de 200233.  

 

89. Posteriormente, el 16 de agosto de 2002 el Coordinador de Química Forense de 

la Procuraduría General de Justicia informó al Ministerio Público Militar, quien se había 

declarado competente para llevar adelante la investigación, que “las muestras 

[obtenidas] de la cavidad vaginal de la [señora] Fernández Ortega […] se 

consumi[eron] durante su estudio, por tal motivo no se encuentran en [el] archivo 

biológico”34. Luego el mismo servidor público indicó que “las dos laminillas tomadas de 

la cavidad vaginal de la [señora] Fernández Ortega […] fueron agotadas en el proceso 

de análisis”35. 

 

 

*     *     * 

 

 

D. Calificación jurídica de los hechos relacionados con la violación sexual   

                                                                                                                                                           
 
31  Cfr. Nota emitida por una médica del Hospital General de Ayutla el 25 de marzo de 2002 
(expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 7, folio 398), y Oficio 0176/02 emitido por el Director 
del Hospital General de Ayutla, supra nota 81, folio 6842. 
 
32  Cfr. Ampliación de declaración de la señora Fernández Ortega de 18 de abril de 2002, supra nota 
69, folios 6869 a 6871, y declaración de la niña Noemí Prisciliano Fernández ante el Ministerio Público del 
Fuero Común del Distrito Judicial de Allende el 18 de abril de 2002 (expediente de anexos a la contestación 
de la demanda, tomo II, folios 6862 a 6865). 
 
33  Cfr. Dictamen químico forense No. PGJE/DGSP/XXVI-II/305/02 emitido por la Procuraduría General 
de Justicia, Dirección General de Servicios Periciales, de 9 de julio de 2002 (expedientes de anexos a la 
contestación de la demanda, tomo V, folio 7830). 
 
34  Oficio No. PGJE/DGSP/XXVI-II/096/02 emitido por el Coordinador de Química Forense de la 
Procuraduría General de Justicia, Dirección General de Servicios Periciales, el 16 de agosto de 2002 
(expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 11, folio 406). 
 
35  Oficio No. PGJE/DGSP/XXVI-II/426/2002 emitido por el Coordinador de Química Forense de la 
Procuraduría General de Justicia, Dirección General de Servicios Periciales, el 25 de septiembre de 2002 
(expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 12, folio 408). 
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[…] 

 

118. Este Tribunal recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la 

violencia contra la mujer no sólo constituye una violación de los derechos humanos, 

sino que es “una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de 

poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende todos los 

sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de 

ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias 

bases”36.  

 

119. La Corte, siguiendo la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo 

dispuesto en dicha Convención, ha considerado anteriormente que la violencia sexual 

se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una persona sin 

su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo humano, 

pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno37. 

En particular, la violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia 

contra las mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la 

víctima.  

 

120. El Tribunal examinará si los hechos del presente caso se subsumen en la figura 

de tortura, como lo afirmaron la Comisión Interamericana y los representantes. A tal 

efecto, la Corte recuerda que en el caso Bueno Alves Vs. Argentina38, siguiendo la 

definición establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 

Tortura, entendió que se está frente a un acto de tortura cuando el maltrato cumple 

con los siguientes requisitos: i) es intencional; ii) causa severos sufrimientos físicos o 

mentales, y iii) se comete con determinado fin o propósito.   

 

i) Intencionalidad  

 

121. Con respecto a la existencia de un acto intencional, de las pruebas que constan 

en el expediente queda acreditado que el maltrato fue deliberadamente infligido en 

contra de la víctima. En efecto, la Corte considera probado que uno de los atacantes 

tomó a la señora Fernández Ortega de las manos, la obligó a acostarse en el suelo, y 

mientras era apuntada al menos con un arma, un militar la penetró sexualmente 

mientras los otros dos presenciaban la ejecución de la violación sexual.  

 

ii) Sufrimiento físico o mental severo 

 

122. Con el fin de analizar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe tomar 

en cuenta las circunstancias específicas de cada caso. Para ello, se deben considerar 

las características del trato, tales como la duración, el método utilizado o el modo en 

que fueron infligidos los padecimientos, los efectos físicos y mentales que éstos 

pueden causar, así como las condiciones de la persona que padece dichos sufrimientos, 

                                                   
36  Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. 
Preámbulo. 
 
37  Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 306. 
 
38  Cfr. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 
2007. Serie C No. 164, párr. 79. 
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entre ellos, la edad, el sexo, el estado de salud, entre otras circunstancias 

personales39.      

 

123.  En cuanto al sufrimiento físico, la Corte recuerda que existe un certificado 

médico emitido tres días después de los hechos, que indica que no hay evidencia de 

lesiones físicas (supra párr. 86). Sin embargo, la Corte también cuenta con prueba 

testimonial que indica que al día siguiente de los hechos la señora Fernández Ortega se 

encontraba lastimada, con malestares y dolores físicos, e incluso requirió la asistencia 

de un médico particular (supra párr. 84)40.  

 

124. Independientemente de lo anterior, la Corte ha establecido que un acto de 

tortura puede ser perpetrado tanto mediante actos de violencia física como a través de 

actos que produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o moral agudo 41 . 

Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual es una experiencia 

sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y 

psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, situación 

difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras 

experiencias traumáticas42. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual 

el sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o 

enfermedades físicas. En efecto, no en todos los casos las consecuencias de una 

violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de 

violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun 

sociales.   

 

125. En el presente caso, la señora Fernández Ortega estuvo sometida a un acto de 

violencia sexual y control físico del militar que la penetró sexualmente de manera 

intencional; su vulnerabilidad y la coerción que el agente estatal ejerció sobre ella se 

reforzó con la participación de otros dos militares también armados, que agravaron el 

marco de violencia sexual ejercido contra la víctima, habiendo, incluso, otro grupo de 

militares que esperaron fuera de la casa. Resulta evidente para la Corte que el 

sufrimiento padecido por la señora Fernández Ortega, al ser obligada a mantener un 

acto sexual contra su voluntad, hecho además que fue observado por otras dos 

personas, es de la mayor intensidad. El sufrimiento psicológico y moral se agravó 

dadas las circunstancias en las cuales se produjo la violación sexual, en tanto no podía 

descartarse que la violencia sufrida se extremara aún más por parte de los agentes 

estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de que fuera 

también violada sexualmente por ellos o por quienes se encontraban afuera de la casa. 

De igual modo, la presencia de sus hijos en los momentos iniciales del hecho, así como 

                                                   
39  Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 
19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 74, y Caso Bueno Alves, supra nota 108, párr. 83.  
 
40  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 66, folios 
1500 y 1501; declaración rendida ante fedatario público por la señora Eugenio Manuel, supra nota 72, folio 
1152; declaración rendida ante fedatario público por el señor Ramírez Rodríguez, supra nota 72, folio 1510; 
declaración rendida ante fedatario público por el señor Lugo Cortés, supra nota 67, folio 1532, y declaración 
rendida ante fedatario público por Noemí Prisciliano Fernández supra nota 68, folio 1494. 
 
41  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, 
párr. 100, y Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 91.  
 
42 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro, supra nota 107, párr. 311. Cfr. también ECHR, Case of 
Aydin v. Turkey (GC), supra nota 92, para. 83. 
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la incertidumbre de si se encontraban en peligro o si habrían podido escapar, 

intensificaron el sufrimiento de la víctima. 

 

126. En este sentido, la perita Correa González se refirió a la situación de humillación 

y desprotección en la que se encontraba la víctima y al impacto emocional que le 

generó el hecho que sus hijos estuvieran presentes y que los autores fueran soldados, 

puesto que “para ella significaban una figura de autoridad[,] lo que no le permitió 

valorar el riesgo de su presencia”. La permanencia de los otros dos militares 

“aument[ó] el grado de indefensión, humillación e hizo que se sintiera totalmente 

impotente y sin capacidad de reacción alguna”. Adicionalmente, se refirió a los efectos 

psicosomáticos sufridos a partir de la violación sexual 43 . Por su parte, la perita 

Hernández Castillo señaló que de acuerdo a la cosmovisión indígena, el sufrimiento de 

la señora Fernández Ortega fue vivido como una “pérdida del espíritu”44.  

 

 iii) Finalidad 

 

127. La Corte considera que, en términos generales, la violación sexual, al igual que 

la tortura, persigue entre otros, los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o 

controlar a la persona que la sufre45. La violación sexual de la señora Fernández Ortega 

se produjo en el marco de una situación en la que los agentes militares interrogaron a 

la víctima y no obtuvieron respuesta sobre la información solicitada (supra párrs. 82 y 

108). Sin descartar la eventual concurrencia de otras finalidades, la Corte considera 

probado que el presente caso tuvo la finalidad específica de castigo ante la falta de 

información solicitada.   

 

128. Por otra parte, esta Corte considera que una violación sexual puede constituir 

tortura aún cuando consista en un solo hecho u ocurra fuera de instalaciones 

estatales46, como puede ser el domicilio de la víctima. Esto es así ya que los elementos 

objetivos y subjetivos que califican un hecho como tortura no se refieren ni a la 

acumulación de hechos ni al lugar donde el acto se realiza, sino a la intencionalidad, a 

la severidad del sufrimiento y a la finalidad del acto, requisitos que en el presente caso 

se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, la Corte concluye que la violación 

sexual en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la señora 

Fernández Ortega, constituyendo un acto de tortura en los términos del artículo 5.2 de 

la Convención Americana y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura.   

 

129. En cuanto a la alegada violación, con base en los mismos hechos, del artículo 

11 de la Convención Americana, la Corte ha precisado que, si bien esa norma se titula 

“Protección de la Honra y de la Dignidad”, su contenido incluye, entre otros, la 

protección de la vida privada47. Por su parte, el concepto de vida privada es un término 

                                                   
43  Cfr. Informe pericial psicosocial escrito de la señora Correa González presentado en la audiencia 
pública (expediente de fondo, tomo IV, folios 1612 y 1613).  
 
44  Dictamen rendido por la perita Hernández Castillo en la audiencia pública celebrada ante la Corte 
Interamericana el 15 de abril de 2010.  
 
45  Cfr. ICTR, Prosecutor v. Jean-Paul Akayesu, Judgment of September 2, 1998. Case No. ICTR-96-4-
T, para. 597, y CAT, Case V.L. v. Switzerland, Decision of 22 January 2007, U.N. Doc. 
CAT/C/37/D/262/2005, para. 8.10.   
 
46  Cfr. CAT, Case V.L. v. Switzerland, supra nota 115, para. 8.10. 

 
47  Cfr. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148, párr. 193; Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. 
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amplio no susceptible de definiciones exhaustivas48, pero que comprende, entre otros 

ámbitos protegidos, la vida sexual49 y el derecho a establecer y desarrollar relaciones 

con otros seres humanos50. La Corte considera que la violación sexual de la señora 

Fernández Ortega vulneró valores y aspectos esenciales de su vida privada, supuso 

una intromisión en su vida sexual y anuló su derecho a tomar libremente las decisiones 

respecto con quien tener relaciones sexuales, perdiendo de forma completa el control 

sobre sus decisiones más personales e íntimas y sobre las funciones corporales 

básicas51. 

 

130. Como ha sido señalado anteriormente por este Tribunal, el Comité para la 

Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha sostenido que la definición de la 

discriminación contra la mujer “incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la 

violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [ii] porque la afecta en forma 

desproporcionada”. Asimismo, también ha señalado que “[l]a violencia contra la mujer 

es una forma de discriminación que impide gravemente que goce de derechos y 

libertades en pie de igualdad con el hombre”52.  

 

131. Con base en lo anterior, la Corte concluye que el Estado es responsable por la 

violación de los derechos a la integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, 

consagrados, respectivamente, en los artículos 5.2, 11.1 y 11.2 de la Convención 

Americana, en relación con los artículos 1.1 del mismo tratado y 1, 2 y 6 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como por el 

incumplimiento del deber establecido en el artículo 7.a de la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en 

perjuicio de la señora Fernández Ortega. 

 

132. Por otra parte, la Corte estima que no resulta necesario pronunciarse sobre 

otros alegatos basados en los mismos hechos y decide realizar el examen relativo a 

una eventual violación de las obligaciones procesales derivadas de las disposiciones 

mencionadas en el Capítulo IX de esta Sentencia, correspondiente a los artículos 8 y 

25 de la Convención Americana. 

 

E. Integridad personal de la señora Fernández Ortega y de sus familiares   

 

 i) Integridad personal de la señora Fernández Ortega 

 

133. La Comisión destacó que la señora Fernández Ortega, a pesar de las barreras 

culturales, económicas y sociales, así como de idioma, denunció a las autoridades 

haber sido víctima de una violación sexual. Desde que interpuso la denuncia en su 
                                                                                                                                                           
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009 Serie C No. 193, 
párr. 55, y Caso Escher y otros, supra nota 97, párr. 113. 
 
48  Cfr. ECHR, Case of Niemietz v. Germany, Judgment of 16 December 1992, App. No. 13710/88, 
para. 29, y Case of Peck v. United Kingdom, Judgment of 28 January 2003, App. No. 44647/98, para. 57. 
 
49  Cfr. ECHR, Case of Dudgeon v. the United Kingdom, Judgment of 22 October 1981, App. No. 
7525/76, para. 41, y ECHR, Case of X and Y v. the Netherlands, Judgment of 26 March 1985, App. No. 
8978/80, para. 22. 

 
50  Cfr. ECHR, Case of Niemietz v. Germany, supra nota 118, para. 29, y ECHR, Case of Peck v. United 
Kingdom, supra nota 118, para. 57. 
 
51  Cfr. ECHR, Case of M.C. v. Bulgaria, supra nota 104, para. 150, e ICTY, Case of Mucic et. al. 

“Celebici Camp”. Judgment of November 16, 1998. Case No. IT-96-21-T, para. 492. 
 
52 Caso González y otras (“Campo Algodonero”), supra nota 15, párr. 395. 
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búsqueda de justicia enfrentó, entre otras múltiples barreras, la resistencia, el silencio, 

la negligencia, el hostigamiento, el miedo, la revictimización y un fuero sin 

competencia. La falta de esclarecimiento de los hechos y la consecuente impunidad 

acentuaron la discriminación, la subordinación y el racismo en su contra y la 

deslegitimaron frente a los miembros de su comunidad. La respuesta estatal ha 

causado un perjuicio emocional tanto a ella como a su familia y constituyó una 

humillación y degradación violatoria del derecho a la integridad personal y a la vida 

privada. Los métodos de investigación del fuero militar y la falta de protección 

generaron una forma de revictimización de la señora Fernández Ortega en 

contravención de la Convención de Belém do Pará, situación agravada por su condición 

de indígena y por el desconocimiento del idioma. Con base en lo anterior, solicitó a la 

Corte que declare al Estado responsable de la violación de los artículos 5.1 y 11 de la 

Convención Americana, en perjuicio de la señora Fernández Ortega, en relación con el 

artículo 1.1 de dicho instrumento, debido a la afectación sufrida por la investigación 

deficiente por parte de las autoridades estatales. 

 

134. Por su parte, los representantes coincidieron con la Comisión en cuanto a la 

violación al derecho a la integridad personal en perjuicio de la señora Fernández 

Ortega por la impunidad en que se mantiene el caso, cuya investigación lleva más de 

ocho años, prolongándose así su sufrimiento y agravándose la huella que dejaron los 

hechos. Indicaron que la víctima ha experimentado sentimientos de desesperanza y ha 

perdido la confianza en el Estado que no ha atendido su demanda de justicia y ha 

protegido a los militares, al haber llevado a cabo la investigación la misma institución a 

la cual pertenecen los responsables de los hechos. Más aún, la posibilidad de 

comparecer ante militares “generaba un nivel de ansiedad y angustia considerable” a 

la señora Fernández Ortega. En consecuencia, solicitaron a la Corte que declare que el 

Estado “es responsable de la violación del derecho a la integridad personal de la 

víctima por el sufrimiento causado a raíz del estado de impunidad absoluta en que 

permanece la agresión de la que fue objeto” tomando en cuenta “la cosmovisión 

indígena y los efectos que estos hechos han causado en la comunidad en su conjunto”. 

 

135. En la audiencia pública y en sus alegatos finales escritos México reconoció que 

el retraso en la atención médica, la pérdida de las pruebas ginecológicas y el retraso 

en la investigación de los hechos del caso, configuran violaciones a los artículos 8.1 y 

25 de la Convención Americana y, en consecuencia, también al artículo 5.1 del mismo 

ordenamiento, respecto de la integridad psicológica de la señora Fernández Ortega.  

 

* 

* * 

 

136. El Tribunal admitió el reconocimiento de responsabilidad internacional del 

Estado referido a la violación al derecho a la integridad personal en perjuicio de la 

señora Fernández Ortega, relacionado con las violaciones reconocidas a los artículos 

8.1 y 25 de la Convención Americana (supra párrs. 21 a 25).  

 

137. Asimismo, la Corte observa que del testimonio de la señora Fernández Ortega 

se desprenden afectaciones a su integridad personal relativas al trato que recibió al 

interponer su denuncia ante las autoridades 53, así como sentimientos de profundo 

                                                   
53  La señora Fernández Ortega declaró: “casi todos eran hombres, no había doctora ni una persona 
que hablara me’phaa para que le dijera en español al licenciado lo que yo estoy declarando[,] pero doctora 

[…] no había, solo un hombre y me dijeron que él me iba a revisar, pero yo no quise, ya tanto había sufrido 
dando mi declaración cuando todos me estaban oyendo para que otra vez me viera un médico. Me acuerdo 
bien como ese médico del Ministerio Público me dijo “porque no quieres que te revise, si no fueron mujeres 
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temor por la presencia de militares e impotencia relacionados con la falta de justicia en 

su caso54.  

 

138. Teniendo en cuenta lo anterior y el reconocimiento de responsabilidad del 

Estado, la Corte declara que México violó el derecho a la integridad personal de la 

señora Fernández Ortega consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, 

en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

 

 ii) Integridad personal de los familiares de la señora Fernández Ortega 

 

[…] 

 

143. La Corte ha declarado en otras oportunidades que los familiares de las víctimas 

de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. El Tribunal ha 

considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de 

víctimas con motivo del sufrimiento adicional que estos han padecido como producto 

de las circunstancias particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres 

queridos y a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades 

estatales frente a los hechos55. 

144. En lo que respecta al señor Prisciliano Sierra, del acervo probatorio se 

desprende que sufrió diversas afectaciones que se manifestaron en sentimientos de 

miedo, ira y desconfianza relacionados con la búsqueda de justicia y la impunidad en 

que se encuentra el caso56. Por otra parte, la Corte no encuentra que sean imputables 

al Estado las afectaciones alegadas por los representantes a la reputación del señor 

                                                                                                                                                           
los que te violaron fueron hombres, porque no dejas que yo te revise”, declaración rendida ante fedatario 
público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folios 1485, y declaración rendida ante fedatario 
público por el señor Lugo Cortés, supra nota 67, folios 1533 y 1534. 
 
54  La señora Fernández Ortega declaró: “[c]uando pienso en lo que me pasó me siento muy mal 
porque tampoco las autoridades han hecho justicia, con tanto trabajo, caminando, pasando hambre, 
gastando y con vergüenza he ido hasta Ayutla para que se me haga justicia, pero no se ha hecho nada. He 
buscado por todos lados, pero nadie del gobierno hace nada. Ellos nunca han aceptado que fueron militares 
los que me violaron, todos dudan de mí y [n]o me creen de lo que he denunciado por eso no hacen justicia” 
Asimismo, indicó “[y]o no me sentía bien y andaba con miedo, pero quería que siguiera la denuncia porque 
no estaba bien lo que me hicieron” y añadió “[c]ada vez que bajábamos a Ayutla eran muchos problemas, 
porque mis hijos se quedaban solos, y me daba miedo […] que llegaran más [militares] y les hicieran algo. 
Aparte de que ni dinero teníamos para estar yendo y descuidamos la parcela y los animales”.  Finalmente, 
manifestó “si el Ministerio Público de Ayutla[,] que no es militar[,] no me trató bien y no me creía, cómo iba 
a ser el militar si son sus compañeros los que me violaron. […] Yo me puse triste cuando me dijeron que mi 
caso lo iban a tener los mismos [militares] que me violaron porque entonces no iba a [haber] culpables, 
porque entre ellos no se van a acusar, por eso pensé abandonar mi caso y ya no quería hacer nada”, 
declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folios 1486 a 
1488. 
55  Cfr. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 
114; Caso Radilla Pacheco, supra nota 33, párr. 161, Caso Chitay Nech y otros, supra nota 18, párr. 220. 
 
56  El señor Prisciliano Sierra declaró: “[cuando] nos dijeron que el caso ya estaba con los [militares], 
que ellos iban a investigarlo[, a] mí me dio much[a ira] eso porque no me daba confianza que ellos mismos 
investigaran”. Además, la búsqueda de justicia implicó que tuvieran que desplazarse de su comunidad de 
manera que “cada vez que iba[n] a Ayutla tenía[n] que dejar solos a [sus] hijos con miedo de que les pasara 
algo”. Asimismo, indicó que “siempre estábamos con miedo de que algo nos pasara ya que vivimos solos en 
la orilla de Barranca Tecoani”. También indicó que “siempre estamos asustados[.] Yo no me siento bien [al 
ver que] ha pasado tanto tiempo desde que lastimaron a mi esposa sin que hay[a] pasado nada, como que 
nadie nos cree y a los [militares] sí”, declaración rendida ante fedatario público por el señor Prisciliano 
Sierra, supra nota 66, folios 1502 a 1504. Por otra parte, la perita Correa González indicó que el señor 
Prisciliano Sierra “[s]iente que no ha podido cuidar bien a su familia, ya que por estar acompañando a [su 

esposa] a todo lo relacionado con el proceso de denuncia su situación económica se ha deteriorado a tal 
punto que ya no pueden vivir como vivían antes”, peritaje psicosocial realizado por la señora Correa 
González, supra nota 113, folios 1617  y 1618. 



 16 

Prisciliano Fernández por la violación sexual de su esposa o aquellas relativas a un 

supuesto incumplimiento de un determinado rol socialmente asignado (supra párr. 

140).  

145. En cuanto a los hijos de la señora Fernández Ortega, el Tribunal considera que 

una de las principales afectaciones que sufrieron se relaciona con su presencia ante 

una situación de violencia extrema, hasta el momento inmediatamente previo a la 

violación sexual de su madre (supra párr. 83), hecho que previsiblemente generó una 

profunda alteración psicológica, intenso temor e incertidumbre. La perita Correa 

González indicó que el impacto psicológico más evidente “tiene que ver con las huellas 

de las imágenes de horror con las que han tenido que vivir durante tanto tiempo, 

además [d]el hecho de haber experimentado la muerte por la posibilidad de que su 

madre hubiera muerto y de la violencia [de la] que fue objeto les ha ido generando 

una sensación de temor y de desconfianza ante la vida” 57 . Al respecto, la Corte 

observa que dos de los hijos presentes al momento previo a la violación sexual, Nélida 

Prisiciliano Fernández y Colosio Prisciliano Fernández tenían tres y cuatro años, 

constando al Tribunal que solamente este último tiene algunos recuerdos de los 

hechos58. Por su parte, las dos hijas mayores tienen recuerdos claros de lo ocurrido59 e 

incluso la mayor, Noemí Prisciliano Fernández, ha declarado sobre los hechos que 

presenció y el impacto que ello le generó 60 . Debido a las diferentes vivencias e 

intensidad en el recuerdo, la Corte entiende que la afectación producida por haber 

presenciado los hechos previos a la violación sexual no es igual para los cuatro hijos61.  

146. Por otra parte, la afectación de los hijos también está relacionada con la 

búsqueda de justicia que emprendieron sus padres, así como con las consecuencias 

que esa búsqueda, conjuntamente con los efectos de la propia violación sexual, 

generaron en las relaciones intrafamiliares. El Tribunal ha constatado que la señora 

Fernández Ortega y su esposo se vieron obligados a desplazarse de su comunidad en 

aquellas ocasiones que debieron realizar diligencias relacionadas con la búsqueda de 

justicia en el caso. Consecuentemente tuvieron que dejar a sus hijos solos en la casa, 

lo cual generaba en los niños un profundo miedo, especialmente por la presencia de 

militares en la zona62. De tal modo, los hechos del caso y la búsqueda de justicia 
                                                   
 
57  Peritaje psicosocial realizado por la señora Correa González, supra nota 113, folio 1618. La Corte 
hace notar que el peritaje de la señora Correa indica que a los “niños pequeños no se les realizaron 
entrevistas para no causar daño[,] debido a que podrían revivir sus recuerdos sin posibilidad de contención 
ante la situación”.  
 
58  Cfr. Valoración del impacto psicológico, supra nota 30, folio 5691. 
 
59  Cfr. Valoración del impacto psicológico, supra nota 30, folios 5690 y 5691. 
 
60  Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por Noemí Prisciliano Fernández, supra nota 68, folio 
1494.  
 
61  Conforme al acta de nacimiento Neftalí Prisciliano Fernández nació el 17 de septiembre de 2003, es 
decir un año y medio después de haber ocurrido los hechos, cfr. Acta de nacimiento de Neftalí Prisciliano 
Fernández, supra nota 65, folio 3886. 
  
62  Noemí Prisciliano Fernández declaró: “yo me quedaba sol[a] con mis hermanos y me daba mucho 
miedo porque me la pasaba pensando que los [militares] iban a venir otra vez”, declaración rendida ante 
fedatario público por Noemí Prisciliano Fernández, supra nota 68, folio 1494. Asimismo el señor Prisciliano 
Sierra manifestó: “cada [vez] que íbamos a Ayutla teníamos que dejar solos a nuestros hijos con miedo de 
que les pasara algo”, declaración rendida ante fedatario público por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 
66, folio 1502. Por su parte la señora Fernández Ortega declaró: “[c]ada vez que bajábamos a Ayutla eran 
muchos problemas, porque mis hijos se quedaban solos, y me daba miedo […] que llegaran más [militares] 

y les hicieran algo”, declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 
62, folio 1486. 
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generaron cambios significativos y perjudiciales en la vida familiar que afectaron de 

manera especial a los hijos, quienes han experimentado un profundo sufrimiento 

durante todos estos años63.  

[…]  

 

149. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la violación 

sexual de la señora Fernández Ortega, así como los hechos relacionados con la 

búsqueda de justicia y la impunidad del presente caso, implicaron una violación al 

derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 de la Convención 

Americana, en perjuicio del señor Prisciliano Sierra y de Noemí, Ana Luz, Colosio, 

Nélida y Neftalí, todos ellos de apellidos Prisciliano Fernández, en relación con el 

artículo 1.1 del mismo instrumento. 

 

150.  Por otra parte, la Corte observa que el alegato de los representantes sobre la 

alegada violación al artículo 19 de la Convención Americana es extemporáneo (supra 

párr. 140), por lo que no hará ninguna consideración al respecto. Asimismo, el Tribunal 

estima que no resulta necesario pronunciarse sobre otros alegatos que se refieren a los 

mismos hechos y que ya han sido analizados a la luz de otras obligaciones 

convencionales.  

 

* 

* * 

 

151. En cuanto a la madre y hermanos de la señora Fernández Ortega, la Corte 

considera pertinente recordar que si bien ha determinado en su jurisprudencia que se 

puede declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares 

directos de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una 

presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, 

compañeros y compañeras permanentes, esto se ha limitado a determinado tipo de 

casos, siempre que ello responda a sus circunstancias particulares, conforme ha 

sucedido, por ejemplo, en los casos de masacres, desapariciones forzadas de personas, 

                                                   
63  La señora Fernández Ortega declaró “[nuestros hijos] también han sufrido mucho por lo que nos 
pasó, sobre todo los que vieron como los soldados empezaron a abusar de mí. A Noemí y Ana Luz ya las 
mandamos a Ayutla porque en Barranca Tecoani les puede pasar algo. Como ellas vieron todo, yo veo que 
sufren mucho y que se acuerdan de lo que pasó, porque ellas le tienen miedo a los [militares]. Los más 
chico[s] también sufren. Colosio y Nélida eran muy chicos cuando pasó todo pero bien se dan cuenta de 
cómo hemos tenido problemas y no les va bien en la escuela. Hasta Neftalí que no había nacido cuando 
vinieron los [militares], veo que tiene miedo y que no se despega de mí”, declaración rendida ante fedatario 
público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 1488. Noemí Prisciliano Fernández declaró: “a 
veces yo y mis hermanos nos quedábamos solos y no había nada que comer, porque el poco dinero lo 
ocupaban para salir a pedir justicia. Luego, cuando mi papá y mi mamá volvían, a veces veía que discutían 
mucho por lo que había pasado y se desesperaban. Fue muy difícil todo eso. Yo a veces nada más me 
quedaba callada o me despertaba en las noches llorando y con miedo. Yo pienso que después de lo que pasó 
todo cambió para nosotros […] me siento enojada o con miedo […] Ya ahora hablo español y tuve que venir 
a Ayutla para estudiar y vuelvo a mi casa […] seguido, pero como quiera siento miedo cuando ando sola o 
cuando veo a los [militares]. Y ya que soy más grande veo que también mi papá, mi mamá y mis hermanos 
andan con miedo también. Antes […] todos vivíamos bien, pero después todo cambió, mis hermanos están 
muy tristes en la escuela, los otros niños se ríen de nosotros […], mis hermanos chiquitos casi no se juntan 
ni juegan con otros niños, mi hermano Colosio que ahora ya está grandecito hasta se ha peleado con otros 
niños por lo que dicen de mi mamá”, declaración rendida ante fedatario público por Noemí Prisciliano 
Fernández, supra nota 68, folio 1495. Por su parte el señor Prisciliano Sierra manifestó: “[d]espués cuando 
mi hija Noemí terminó la primaria se fue a estudiar su educación secundaria a la ciudad de Ayutla, porque 

sentíamos que era peligroso le pudiera pasar algo y lo mismo hicimos con Ana Luz”, declaración rendida ante 
fedatario público por el señor Prisciliano Sierra, supra nota 66, folio 1503. 
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y ejecuciones extrajudiciales64. No se presume, por tanto, la violación a la integridad 

personal de familiares en todo tipo de casos, ni respecto de todos los familiares. En el 

presente caso, la Corte analizará si de la prueba que consta en el expediente se 

acredita una violación del derecho a la integridad personal de la madre y los hermanos 

de la señora Fernández Ortega.   

 

152. Respecto de la señora María Lidia Ortega, madre de la señora Fernández 

Ortega, la Corte solo cuenta con el peritaje de la señora Correa González en el que 

indica algunas afectaciones que la primera habría sufrido. La Corte no cuenta con 

prueba suficiente que demuestre que las afectaciones alegadas implicaron una 

violación a la integridad personal de dicha persona. Más aún, determinados alegatos 

presentados por los representantes para sostener el sufrimiento padecido por la señora 

María Lidia Ortega, en concreto que “se ha hecho cargo del cuidado de sus [nietos] 

cuando ha sido necesario, para que [la señora Fernández Ortega] pueda llevar a cabo 

las gestiones que requiere en busca de justicia”, no resultan consistentes con los 

testimonios de la señora Fernández Ortega, su esposo e hija sobre las consecuencias 

de la búsqueda de justicia, que implicó, según indicaron, dejar solos a sus hijos (supra 

párr. 146).  

 

153. En relación con los señores Lorenzo y Ocotlán Fernández Ortega, los 

representantes refieren que experimentaron sufrimientos por la violación sexual de su 

hermana y por la falta de justicia. El señor Lorenzo Fernández Ortega fue objeto de 

tortura hasta ser asesinado por el apoyo que brindó a su hermana en la búsqueda de 

justicia. Si bien la averiguación previa abierta por este hecho indicó que el cuerpo del 

señor Lorenzo Fernández Ortega, hallado muerto el 10 de febrero de 2008, presentaba 

numerosas lesiones65, y que la señora Fernández Ortega y otras personas afirman que 

tal hecho se vincula con la búsqueda de justicia en el presente caso66, la Corte observa 

que se trata de imputaciones genéricas que carecen de respaldo probatorio. De tal 

modo, el Tribunal no cuenta con prueba suficiente que le permita acreditar el nexo 

causal de la agresión que sufrió el señor Lorenzo Fernández Ortega con los hechos del 

presente caso. De igual modo, la Corte tampoco cuenta con prueba testimonial, 

pericial o documental que demuestre una violación al derecho a la integridad personal 

del señor Ocotlán Fernández Ortega. 

 

154. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte no encuentra probada  la 

violación al derecho a la integridad personal, consagrado en el artículo 5.1 de la 

Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora María 

Lidia Ortega, y de los señores Lorenzo y Ocotlán Fernández Ortega. 

 

                                                   
64  Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 119; Caso Radilla Pacheco, supra nota 33, párr. 162, y Caso 
Chitay Nech y otros, supra nota 18, párr. 220. 
 
65  Cfr. Ministerio Público del Fuero Común de Allende. Averiguación previa ALLE/SC/01/032/2008 por 
homicidio, supra nota 30, 5714 a 5725. 
 
66  La señora Fernández Ortega declaró: [t]ambién en el mes de febrero de [2008] a mi hermano 
Lorenzo Fernández Ortega, que todo el tiempo me estuvo acompañando y dándome consejo y ánimo para 
que siguiera pidiendo justicia, lo encontraron muerto y torturado. […] en lugar que me hagan justicia por la 
violación que me hicieron, mataron a mi hermano que me apoyaba mucho y siempre me ayudó” Cfr. 
Declaración rendida ante fedatario público por la señora Fernández Ortega, supra nota 62, folio 1489. En 
términos similares Cfr. Peritaje psicosocial realizado por la señora Correa González, supra nota 113, folios 

1612 y 1613, y declaración rendida ante fedatario público por Noemí Prisciliano Fernández, supra nota 68, 
folio 1495. 
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IX 

ARTÍCULOS  8 (GARANTÍAS JUDICIALES)67
 Y 25 (PROTECCIÓN JUDICIAL)68, 

EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS 1.1 (OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS 

DERECHOS) Y 2 (DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO 

INTERNO)69
 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA, 7 DE LA CONVENCIÓN DE 

BELÉM DO PARÁ Y 1, 6 Y 8 DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA  

PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA  
 
[…] 

 

B. Intervención de la jurisdicción penal militar  

 

[…] 

 

177. La violación sexual de una persona por parte de personal militar no guarda, en 

ningún caso, relación con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, el acto 

cometido por personal militar contra la señora Fernández Ortega afectó bienes 

jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la Convención Americana como la 

integridad personal y la dignidad de la víctima. Es claro que tal conducta es 

abiertamente contraria a los deberes de respeto y protección de los derechos humanos 

y, por lo tanto, está excluida de la competencia de la jurisdicción militar. Con base en 

las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la intervención del fuero militar 

en la averiguación previa de la violación sexual contrarió los parámetros de 

excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e implicó la aplicación de un fuero 

personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos involucrados. Esta 

conclusión resulta válida en el presente caso aun cuando el hecho está en la etapa de 

investigación del Ministerio Público Militar. Como se desprende de los criterios 

señalados, la incompatibilidad de la Convención Americana con la intervención del 

fuero militar en este tipo de casos no se refiere únicamente al acto de juzgar, a cargo 

de un tribunal, sino fundamentalmente a la propia investigación, dado que su 

actuación constituye el inicio y el presupuesto necesario para la posterior intervención 

de un tribunal incompetente. Con base en lo anterior, la Corte concluye que el Estado 

violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial previstos en los 

artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma, en perjuicio de la señora Fernández Ortega. Como lo ha hecho en casos 

                                                   
67  El artículo 8.1 de la Convención Americana establece: 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un 
juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  
 
68 El artículo 25.1 de la Convención Americana establece: 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los 
jueces o  tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos  fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por 
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
 
69  El artículo 2 de la Convención Americana establece:  
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
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anteriores70, ante la conclusión de que la justicia penal militar no resulta competente, 

el Tribunal considera que no es necesario pronunciarse respecto de otros alegatos 

sobre independencia o imparcialidad del fuero militar o la eventual violación, con base 

en los mismos hechos, de otros instrumentos interamericanos.  

 

[…] 

 

183. Como lo señaló anteriormente (supra párr. 176), la Corte destaca que la 

participación de la víctima en procesos penales no está limitada a la mera reparación 

del daño sino, preponderantemente, a hacer efectivos sus derechos a conocer la 

verdad y a la justicia ante tribunales competentes. Ello implica necesariamente que, a 

nivel interno, deben existir recursos adecuados y efectivos a través de los cuales la 

víctima esté en posibilidad de impugnar la competencia de las autoridades que 

eventualmente ejerzan jurisdicción sobre asuntos respecto de los cuales se considere 

que no tienen competencia. En consecuencia, el recurso de amparo no fue efectivo en 

el presente caso para permitir a la señora Fernández Ortega impugnar el 

conocimiento de la violación sexual por la jurisdicción militar, lo cual constituye una 

violación del artículo 25.1 de la Convención Americana. 

 

C. Debida diligencia en el procesamiento de la denuncia e investigación 

de la violación sexual 

 

191. La Corte reitera que la obligación de investigar violaciones de derechos 

humanos se encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados 

para garantizar los derechos reconocidos en la Convención71. El deber de investigar es 

una obligación de medios, y no de resultado. Sin embargo, debe ser asumida por el 

Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de 

antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que 

dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación 

privada de elementos probatorios72. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades 

estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, una 

investigación seria, imparcial y efectiva73. Esta investigación debe ser realizada por 

todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad.  

 

[…] 

 

198. Con base en las anteriores consideraciones y en el reconocimiento parcial de 

responsabilidad del Estado, la Corte Interamericana concluye que las autoridades 

estatales no actuaron con la debida diligencia en la investigación de la violación sexual 

de la señora Fernández Ortega, la cual, además, excedió un plazo razonable. Por ello, 

el Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial 
                                                   
70  Cfr. Caso Cantoral Benavides, supra nota 111, párr. 115, y Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 
207, párr. 124.   
 
71 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 27, párrs. 166 y 176; Caso Valle Jaramillo y 
otros, supra nota 137, párr. 98, y Caso Garibaldi, supra nota 195, párr. 112. 
 

72 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra nota 27, párr. 177; Caso Radilla Pacheco, supra nota 
33, párrs. 192 y 233, y Caso Chitay Nech y otros, supra  nota 18, párr. 192. 
 

73 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 143; Caso Perozo y otros, supra nota 46, párr. 298, y Caso 
González y otras (“Campo Algodonero”), supra nota 15, párr. 290. 
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previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el 

artículo 1.1 de la misma e incumplió el deber establecido en el artículo 7.b de la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, en perjuicio de la señora Fernández Ortega. 

 

[…] 

 

202. Adicionalmente, la Comisión y los representantes alegaron el incumplimiento de 

la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Entre otros 

motivos, se indicó que las autoridades no investigaron la violación sexual por el delito 

de tortura. La Corte entiende que este alegato se refiere, fundamentalmente, a la 

calificación jurídica bajo la cual la violación sexual sufrida por la señora Fernández 

Ortega ha sido investigada. El artículo 1 de dicho tratado establece la obligación 

general de prevenir y sancionar la tortura. Por su parte, el artículo 6 prevé el deber de 

tipificar, es decir, de establecer que los actos de tortura constituyan delitos en el 

derecho interno, disponiendo sanciones severas para su comisión. Finalmente, el 

artículo 8 de dicha Convención establece, en términos generales, la obligación de 

iniciar de oficio y de inmediato una investigación penal imparcial ante un alegado acto 

de tortura. El Tribunal considera que, en el presente caso, el Estado no incumplió los 

artículos 1, 6 y 8 de la Convención mencionada, al investigar el hecho en perjuicio de 

la señora Fernández Ortega, que por sus particularidades constituyó un acto de 

tortura, calificándolo como violación sexual. En efecto, la investigación bajo el 

supuesto de violación sexual resulta acorde con el hecho denunciado en el caso 

concreto y con la obligación general que los actos de tortura constituyan delitos en el 

derecho interno así como con el requisito de severidad de su sanción. En este sentido, 

la Corte observa que la violación sexual es un delito tipificado en el Código Penal del 

estado de Guerrero74 y en el Código Penal Federal de México75, los cuales prevén penas 

de prisión de ocho a dieciséis años y de ocho a catorce años, respectivamente. Con 

base en lo anterior, no resulta necesario realizar un pronunciamiento adicional al 

respecto, ni sobre otros alegatos de violaciones que están basados en los mismos 

hechos y que fueron analizados oportunamente a la luz de otras obligaciones 

convencionales. 

 

[…] 

 

X 

ARTÍCULO 16 (LIBERTAD DE ASOCIACIÓN)76
 EN RELACIÓN CON EL  

                                                   
74  El Código Penal del estado de Guerrero establece:  
Artículo 139: Al que por medio de violencia física o moral realice cópula con persona de cualquier sexo, se le 
impondrá prisión de ocho a dieciséis años y de sesenta a cuatrocientos días multa.  
Artículo 141: Se aplicará de dieciocho a veintidós años de prisión y de ciento veinte a quinientos días multa: 
[…] III. Cuando la acción copulativa se realice por el activo, aprovechando los medios o circunstancias que le 
proporcione el empleo, cargo público o comisión que ejerza en atención a su profesión. El agente además 
será condenado a la destitución del cargo o empleo y a la inhabilitación por el término de ocho años.  
 
75  El Código Penal Federal de México establece:  
Artículo 265: Al que por medio de la violencia física o moral realice cópula con persona de cualquier sexo, se 
le impondrá prisión de ocho a catorce años.  
Artículo 266 bis: Las penas previstas para el abuso sexual y la violación se aumentarán hasta en una mitad 
en su mínimo y máximo, cuando: […] III. El delito fuere cometido por quien desempeñe un cargo o empleo 
público o ejerza su profesión, utilizando los medios o circunstancia que ellos le proporcionen. Además de la 
pena de prisión el condenado será destituido del cargo o empleo o suspendido por el término de cinco años 

en el ejercicio de dicha profesión. 
 
76  El Artículo 16 de la Convención Americana establece en lo pertinente establece:  
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ARTÍCULO 1.1 (OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS)  

DE LA  CONVENCIÓN AMERICANA  

[…] 

 

 

XI 

REPARACIONES 

(Aplicación del Artículo 63.1 de la Convención77) 

 

[…] 

 

 

A. Parte Lesionada 

 

224. Se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la 

Convención Americana, a quien ha sido declarado víctima de la violación de algún 

derecho consagrado en la misma. Las víctimas en el presente caso son la señora 

Fernández Ortega, su esposo, el señor Prisciliano Sierra y sus hijos Noemí, Ana Luz, 

Colosio, Nélida y Neftalí, todos ellos de apellidos Prisciliano Fernández, quienes serán 

considerados beneficiarios de las reparaciones que ordene este Tribunal. 

 

 

B.  Medidas de satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición 

 

[…] 
 

 v) Atención médica y psicológica  

 

[…] 

 

251. La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos78, que es preciso disponer 

una medida de reparación que brinde una atención adecuada a los padecimientos 

físicos y psicológicos sufridos por las víctimas, atendiendo a sus especificidades de 

género y etnicidad. Por lo tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños 

sufridos por las víctimas en el presente caso, el Tribunal dispone la obligación a cargo 

del Estado de brindarles gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y 

psicológico que requieran. Para ello debe obtener el consentimiento de las víctimas 

brindando información previa, clara y suficiente. Los tratamientos deben ser provistos 

por el tiempo que sea necesario, y deben incluir la provisión de medicamentos y, en 

                                                                                                                                                           
1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 
económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 
públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 
 
77  El artículo 63.1 de la Convención Americana dispone: 
1.Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [la] Convención, la Corte 
dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá 
asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 

 
78 Cfr. Caso Barrios Altos, supra nota 250, párr. 45; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 18, párr. 
255, y Caso Manuel Cepeda Vargas, supra nota 18, párr. 235.  
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su caso, transporte, intérprete y otros gastos que estén directamente relacionados y 

sean estrictamente necesarios.  

 

252. En particular, el tratamiento psicológico o psiquiátrico debe brindarse por 

personal e instituciones estatales especializadas en la atención de víctimas de hechos 

de violencia como los ocurridos en el presente caso. En el caso de que el Estado 

careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil 

especializadas. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, las 

circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les 

brinden tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una 

de ellas, y después de una evaluación individual79. Finalmente, dicho tratamiento se 

deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los centros más cercanos a su 

lugar de residencia. Las víctimas que soliciten esta medida de reparación, o sus 

representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la 

notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención de 

recibir atención psicológica o psiquiátrica. La Corte destaca la necesidad que el Estado 

y los representantes presten su máximo esfuerzo de colaboración y brinden a las 

víctimas toda la información que sea necesaria relativa a recibir tratamiento 

psicológico con el fin de avanzar en la implementación de esta medida de manera 

consensuada. 

 

  […] 

 

vi) Protocolo para la investigación diligente de actos de violencia 

 

249. El Estado informó sobre la adopción de protocolos específicos para investigar 

casos de violencia contra las mujeres en el estado de Guerrero como los protocolos de 

atención a mujeres en situación de violencia y de investigación del delito de homicidio 

desde la perspectiva del feminicidio. Asimismo, informó sobre la publicación de dos 

manuales titulados “Redes de detección, apoyo y referencia de casos de violencia 

contra las mujeres indígenas de Guerrero” y “Modelos de referencia de casos de 

violencia de género para el estado de Guerrero”, así como sobre instrumentos 

relacionados con la investigación y la atención de la violencia contra las mujeres, 

entre otros, el “Modelo integrado para la prevención y atención de violencia familiar y 

sexual”, que es un modelo con el cual operan las unidades de salud y la Guía de 

“Atención médica a personas violadas”. Asimismo, se refirió a la existencia de un 

proceso de adecuación del Protocolo de Estambul al contexto nacional a través de la 

aplicación y la elaboración del Dictamen Médico/Psicológico Especializado para Casos 

de Posible Tortura y/o Malos Tratos emitido por la Procuraduría General de la 

República, así como de la publicación de directrices institucionales que deberán seguir 

los agentes del Ministerio Público de la Federación y los peritos médicos legistas y/o 

forenses de la Procuraduría General de la República para la aplicación de dicho 

Dictamen. Adicionalmente, informó que veintinueve entidades federativas fueron 

capacitadas en el Dictamen y otras tres entidades se encontraban en proceso de 

capacitación de sus procuradurías de justicia en la implementación del Protocolo de 

Estambul. Finalmente, el Estado informó sobre la elaboración de la Norma Oficial 

Mexicana NOM-046-SSA2-2005 sobre Violencia familiar, sexual y contra las mujeres, 

que contiene criterios para su prevención y atención. Esta norma establece diversas 

obligaciones del personal de salud, entre otras, la de dar aviso al Ministerio Público 

                                                   
79 Cfr. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 
2004. Serie C No. 109, párr. 278; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 18, párr. 256, y Caso Manuel 
Cepeda Vargas, supra nota 18, párr. 235.  
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para que realice las investigaciones correspondientes, y fue creada a partir de un 

acuerdo de solución amistosa con la Comisión Interamericana.  

 

[…] 

 

250. La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los 

estándares internacionales, los parámetros para investigar y realizar el análisis 

forense80. En el presente caso el Tribunal considera necesario que el Estado continúe 

con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito 

federal y del estado de Guerrero, respecto de la atención e investigación de 

violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, los parámetros establecidos en el 

Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud 

antes indicados.  

 

 

C. Indemnizaciones, compensaciones, gastos y costas 

 

  

 ii) Daño inmaterial 

 

 

292. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la 

Sentencia puede constituir per se una forma de reparación 81 . No obstante, 

considerando las circunstancias del caso sub judice, los sufrimientos que las 

violaciones cometidas causaron a las víctimas, así como el cambio en las condiciones 

de vida y las restantes consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario que éstas 

últimas sufrieron, la Corte estima pertinente fijar una cantidad, en equidad, como 

compensación por concepto de daños inmateriales82. 

 

293. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos, 

y en consideración de las circunstancias del presente caso, el carácter y la gravedad de 

las violaciones cometidas, los sufrimientos ocasionados a las víctimas y el tratamiento 

que han recibido, el tiempo transcurrido desde la violación sexual, la denegación de 

justicia, así como el cambio en las condiciones de vida y las restantes consecuencias 

de orden inmaterial que sufrieron, la Corte estima pertinente fijar en equidad y de 

acuerdo con la distinta intensidad de las afectaciones, la cantidad de US$ 50.000,00 

(cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora 

Fernández Ortega, como compensación por concepto de daño inmaterial sufrido (supra 

párrs. 131, 138, 159, 177, 183, 198 y 201). Asimismo, por igual concepto, la Corte fija 

en equidad la compensación de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos 

de América) para cada una de las hijas mayores, Noemí Prisciliano Fernández y Ana 

Luz Prisciliano Fernández (supra párrs. 149 y 159), y US$ 5.000,00 (cinco mil dólares 

de los Estados Unidos de América) a favor de cada una de las siguientes personas, 

                                                   
80  Cfr. Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de 
septiembre de 2005. Serie C No. 132, párr. 110, y Caso González y otras (“Campo Algodonero”), supra nota 
15, párr. 502. 
 
81  Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
1996. Serie C No. 29, párr. 56; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 18, párr. 275, y Caso Manuel Cepeda 
Vargas, supra nota 18, Punto Resolutivo 7.  
 
82  Cfr. Caso Neira Alegría y otros, supra nota 267, párr. 56; Caso Radilla, supra nota 33, párr. 374, y 
Caso Chitay Nech y otros, supra nota 18, párr. 275.  
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Colosio Prisciliano Fernández, Nélida Prisciliano Fernández (supra párrs. 149 y 159) y 

Neftalí Prisciliano Fernández (supra párr. 149). Finalmente, fija en equidad la 

compensación de US$ 2.500,00 (dos mil quinientos dólares de los Estados Unidos de 

América) a favor del señor Prisciliano Sierra (supra párrs. 149 y 159).  

 

  

 

XII 

PUNTOS RESOLUTIVOS 

 

308. Por tanto,  

 

LA CORTE  

 

 

DECIDE, 

 

por unanimidad: 

 

1. Admitir el retiro de la excepción preliminar interpuesta por el Estado, en los 

términos del párrafo 13 de la presente Sentencia. 

 

2. Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por 

el Estado, en los términos de los párrafos 16 a 26 de la presente Sentencia. 

 

 

DECLARA,  

 

 

por unanimidad, que: 

 

3. El Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad 

personal, a la dignidad y a la vida privada, consagrados, respectivamente, en los 

artículos 5.1 y 5.2, 11.1 y 11.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

en relación con los artículos 1.1 de la misma y 1, 2 y 6 de la Convención 

Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como por el incumplimiento 

del deber establecido en el artículo 7.a de la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en perjuicio de la señora Fernández 

Ortega, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 100 a 131 y 136 a 138 de la 

presente Sentencia. 

 

4. El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, 

consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Prisciliano Sierra y 

de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida y Neftalí, todos ellos de apellidos Prisciliano 

Fernández, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 143 a 149 de la presente 

Sentencia. 

 

5. No cuenta con elementos que demuestren la existencia de una violación al 

derecho a la integridad personal en perjuicio de la señora María Lidia Ortega ni de los 

señores Lorenzo y Ocotlán Fernández Ortega, de conformidad con lo expuesto en los 

párrafos 151 a 154 de la presente Sentencia. 
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6. El Estado es responsable por la violación del derecho a no ser objeto de 

injerencias arbitrarias o abusivas en el domicilio, consagrado en el artículo 11.2 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación de 

respetar los derechos contenida en el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la 

señora Fernández Ortega, del señor Prisciliano Sierra y de Noemí, Ana Luz, Colosio y 

Nélida, todos ellos de apellidos Prisciliano Fernández, de conformidad con lo expuesto 

en los párrafos 157 a 159 de esta Sentencia. 

 

7. El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías 

judiciales y a la protección judicial, establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de la señora Fernández 

Ortega: a) en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en los términos de los 

párrafos 175 a 183 de la presente Sentencia, y b) en relación con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana e incumplió el deber establecido en el artículo 7.b de la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, en los términos de los párrafos 190 a 198 de la presente Sentencia. Asimismo, 

México incumplió la obligación de garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso a 

la justicia, establecido en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en relación con el artículo 1.1. del mismo instrumento, en perjuicio 

de la señora Fernández Ortega, en los términos de los párrafos 199 a 201 de la 

presente Sentencia.        

 

8. El Estado no es responsable por el incumplimiento de los artículos 1, 6 y 8 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de la 

señora Fernández Ortega, en los términos del párrafo 202 de la presente Sentencia.  

 

9. No corresponde pronunciarse sobre la alegada violación del artículo 16 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los términos de los párrafos 218 y 

219 de la presente Sentencia. 
 

 

Y DISPONE, 

 

 

Por unanimidad, que:  

 

10. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación. 

 

11. El Estado deberá conducir en el fuero ordinario, eficazmente y dentro de un 

plazo razonable, la investigación y, en su caso, el proceso penal que tramiten en 

relación con la violación sexual de la señora Fernández Ortega, con el fin de 

determinar las correspondientes responsabilidades penales y aplicar, en su caso, las 

sanciones y demás consecuencias que la ley prevea, de conformidad con lo 

establecido en los párrafos 228 a  230 de la presente Sentencia. 

 

12. El Estado deberá, de acuerdo con la normativa disciplinaria pertinente, 

examinar el hecho y la conducta del agente del Ministerio Público que dificultó la 

recepción de la denuncia presentada por la señora Fernández Ortega, de conformidad 

con lo establecido en el párrafo 231 de la presente Sentencia. 

 

13. El Estado deberá adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas 

pertinentes para compatibilizar el artículo 57 del Código de Justicia Militar con los 

estándares internacionales en la materia y de la Convención Americana sobre 
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Derechos Humanos, de conformidad con lo establecido en el párrafo 239 de la 

presente Sentencia.  

 

14. El Estado deberá adoptar las reformas pertinentes para permitir que las 

personas afectadas por la intervención del fuero militar cuenten con un recurso 

efectivo de impugnación de tal competencia, de conformidad con lo establecido en el 

párrafo 240 de la presente Sentencia. 

 

15. El Estado deberá realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 

internacional en relación con los hechos del presente caso, de conformidad con lo 

establecido en el párrafo 244 de la presente Sentencia. 

 

16. El Estado deberá realizar las publicaciones dispuestas, de conformidad con lo 

establecido en el párrafo 247 de la presente Sentencia. 

 

17. El Estado debe brindar el tratamiento médico y psicológico que requieran las 

víctimas, de conformidad con lo establecido en los párrafos 251 y 252 de la presente 

Sentencia. 

 

18. El Estado deberá continuar con el proceso de estandarización de un protocolo de 

actuación, para el ámbito federal y del estado de Guerrero, respecto de la atención e 

investigación de violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, los parámetros 

establecidos en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización 

Mundial de la Salud, de conformidad con lo establecido en el párrafo 256 de la 

presente Sentencia. 

 

19. El Estado deberá continuar implementando programas y cursos permanentes de 

capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las 

mujeres, que incluyan una perspectiva de género y etnicidad, los cuales deberán 

impartirse a los funcionarios federales y del estado de Guerrero, de conformidad con lo 

establecido los párrafos 259 y 260 de la presente Sentencia. 

 

20. El Estado debe implementar, en un plazo razonable, un programa o curso 

permanente y obligatorio de capacitación y formación en derechos humanos, dirigido a 

los miembros de las Fuerzas Armadas, de conformidad con lo establecido en el párrafo 

262 de la presente Sentencia. 

 

21. El Estado deberá otorgar becas de estudios en instituciones públicas mexicanas 

en beneficio de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nelida y Neftalí, todos ellos de apellidos 

Prisciliano Fernández, de conformidad con lo establecido en el párrafo 264 de la 

presente Sentencia. 

 

22. El Estado deberá facilitar los recursos necesarios para que la comunidad 

indígena mep’aa de Barranca Tecoani establezca un centro comunitario, que se 

constituya como un centro de la mujer, en el que se desarrollen actividades educativas 

en derechos humanos y derechos de la mujer, de conformidad con lo establecido en el 

párrafo 267 de la presente Sentencia. 

 

23. El Estado deberá adoptar medidas para que las niñas de la comunidad de 

Barranca Tecoani que actualmente realizan estudios secundarios en la ciudad de Ayutla 

de los Libres, cuenten con facilidades de alojamiento y alimentación adecuadas, de 

manera que puedan continuar recibiendo educación en las instituciones a las que 

asisten. Sin perjuicio de lo anterior, esta medida puede ser cumplida por el Estado 
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optando por la instalación de una escuela secundaria en la comunidad mencionada, en 

los términos establecidos en el párrafo 270 de la presente Sentencia.   

 

24. El Estado debe asegurar que los servicios de atención a las mujeres víctimas de 

violencia sexual sean proporcionados por las instituciones indicadas por México, entre 

otras, el Ministerio Público en Ayutla de los Libres, a través de la provisión de los 

recursos materiales y personales, cuyas actividades deberán ser fortalecidas mediante 

acciones de capacitación, de conformidad con lo establecido en el párrafo 277 de la 

presente Sentencia. 

 

25. El Estado deberá pagar las cantidades fijadas en los párrafos 286, 293 y 299 de 

la presente Sentencia, por concepto de indemnización por daño material e inmaterial y 

por el reintegro de costas y gastos, según corresponda, dentro del plazo de un año, 

contado a partir de la notificación del presente Fallo, en los términos de los párrafos 

300 a 307 del mismo. 

 

26. La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, en ejercicio de 

sus atribuciones y en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una vez 

que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma. Dentro del 

plazo de un año a partir de la notificación de esta Sentencia el Estado deberá rendir al 

Tribunal un informe sobre las medidas adoptadas para darle cumplimiento. 
 

El Juez Alejandro Carlos Espinosa hizo conocer a la Corte su voto concurrente, el cual 

acompaña esta Sentencia. 

 


